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Cuando se habla de democracia, normalmente -por lo menos en mi caso-, lo 

primero en lo que pensamos es en la representación que tienen -o no tienen- los 

poderes públicos con representación política directa, es decir el Poder Legislativo y 

el Poder Ejecutivo. 

Ellos pueden tener -depende la época o la coyuntura- mayor o menor nivel 

de representación real en la población. En otras palabras, el pueblo se siente mayor 

o menormente representado por aquellos (mayor o menor descontento de la 

población en relación con sus representantes que han sido elegidos directamente 

por aquel).  

Saliendo de esa idea principal o primaria, nos proponemos poner el foco -en 

términos republicanos y democráticos como nos pide el panel que hoy nos convoca- 

sobre el Poder Judicial, y no sobre los poderes con representación directa. 

 

 
1 Recibido: 15/05/2023. Exposición en las Jornadas "1983/2023- 40 años de recuperación 
democrática en la Argentina", Panel 4, AADC, Córdoba, 30/03/2023 y 31/03/2023. 
(*) Abogado. Especialista en Derecho Procesal Penal (UNL). Profesor de Derecho Constitucional en 
la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales (UNL) y en la Facultad de Derecho (Universidad Católica 
de Santa Fe). Coordinador Académico de la Maestría en Teoría Constitucional y DDHH (UNL). 
Funcionario del PJN. 
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El Poder Judicial es a veces llamado contrapoder o poder contramayoritario, 

e incluso es -si se me permite el término- de poco democrático2. Sin perjuicio de los 

motivos que llevan a distintas personas a caracterizar de esta forma al Poder 

Judicial, y sin perder de vista que nuestra Constitución Nacional habla de tres 

poderes del Estado y no de dos poderes y un contrapoder; tomaré estas críticas e 

intentaré proponer alguna posible solución -cuanto menos parcial y siendo sincero: 

poco novedosa-, poniendo de punto de partida algún ejemplo cotidiano. 

Desde hace algún tiempo vengo trabajando en la una hipótesis que me 

preocupa y que indefectiblemente daña la imagen del Poder Judicial en nuestro 

país. Ella puede resumirse de la siguiente manera: 

Cuando un hecho materia de investigación judicial sucede y éste causa 

interés en la población, los medios de comunicación se “ocupan” de contar –en la 

medida de sus posibilidades- lo que ha ocurrido o va transcurriendo en un proceso 

judicial, o incluso antes de que éste empiece. 

Con la aparición de nuevas tecnologías, o incorporación de ya existentes, la 

hipótesis se profundiza y la población puede interactuar casi al instante con los 

medios que transmiten las noticias (pensamos aquí en las redes sociales que 

funcionan como un canal en el que los usuarios se retroalimentan e interactúan). 

Así, ni bien acontecido el suceso, la sociedad tiene un panorama bastante 

extenso -extenso, no completo- de un hecho cometido en un determinado día y 

lugar, por parte de -por lo menos- una persona que sería responsable, contra otra/s 

que sería/n la/s víctima/s. 

Al cabo de cierto tiempo, un tiempo que no tiene que ver con el derecho de 

defensa, con la producción de pruebas, con el debido proceso, ni con el desarrollo 

 
2 WALDRON, Jeremy, Contra el gobierno de los jueces, Siglo Veintiuno Editores; Buenos Aires, 2018. 
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de un juicio penal, sino que es fijado por el rating, el proceso llega a su culminación 

y el periodismo ofrece su veredicto3. 

Cuando, varios años más tarde la sociedad se entera -si es que lo hace- del 

veredicto oficial, -el de los jueces- o el caso ya está olvidado o, al volver a la memoria 

del público, genera el comentario conocido, irónico: “¿recién ahora?” “¿y ahora a 

quien le sirve?”. Si la resolución judicial coincide con la mediática se dirá: “A esto ya 

lo sabíamos desde hace varios años”. Y si no coincide: “¿que habrá pasado ‘en el 

medio’ para que ahora salgan con este fallo?”. 

En cualquier hipótesis, la imagen de la justicia sale dañada. 

Una posible solución a este problema –aunque no la única- es involucrar de 

manera directa al pueblo en los procesos judiciales. Esa solución -como adelanté 

en párrafos anteriores- no habrá que buscarla demasiado lejos y no es para nada 

novedosa, nuestra constitución ya la contempla. Es, ni más ni menos que el juicio 

por jurados4, entendiéndose por éste, en el marco del sistema constitucional 

argentino, al proceso judicial por medio del cual un tribunal integrado total o 

parcialmente por vecinos del pueblo, que no son jueces, decide sobre la culpabilidad 

o inocencia de un acusado, habilitando la aplicación de la ley penal a los órganos 

estatales competentes5. 

Podremos debatir acerca del modelo del instituto a implementar, esto es si 

impulsaremos un jurado para la etapa de investigación y otro para la etapa de juicio, 

 
3 Desde el reciente y conocido llamado “juicio a los rugbiers”, pasando por “Cromagnón”, el caso “Cóppola”, 
“María Soledad Morales”; y el célebre “juicio a las juntas”, son algunos pocos ejemplos para graficar la  
hipótesis. 
4 El juicio por jurados está desde la constitución de 1853/60 y no fue quitado en las sucesivas reformas, lo que 
muestra la voluntad de los todos constituyentes de que este instituto funcione en nuestro país. Asimismo, 
está en más de un artículo, y en distintas partes de nuestra Constitución Nacional (el art. 24 integra el Capítulo 
Primero de la Primera Parte; el artículo 75 inc. 12 se encuentra en el Capítulo Cuarto de la Sección Primera, 
Título Primero de la Segunda Parte, y finalmente el art. 118 constituye la Sección Cuarta del Título Primero, 
Segunda Parte). 
5 ROSATTI, Horacio Daniel, “Tratado de Derecho Constitucional”, Ed. Rubinzal-Culzoni, Buenos Aires, 2010, 
Tomo II, pág. 445. 
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o sólo este último6; si será un sistema de los llamados clásicos o anglosajón –en el 

que un número determinado de personas, por lo general doce, bajo la dirección de 

un juez o jueza deciden sobre la culpabilidad o no de la persona sometida a proceso-

, o un sistema escabinado o mixto -se trata de un jurado formado por legos que se 

integra con los jueces técnicos y que, por consiguiente tanto entiende de hechos 

como de la aplicación del ordenamiento jurídico-. También se podrá discutir si este 

instituto actuará en procesos no penales y penales, o sólo en estos últimos. 

Todas ellas serán discusiones secundarias, pues lo innegable son los 

beneficios del juicio por jurados. La aplicación del instituto supone publicidad del 

proceso, inmediatez y celeridad, en consonancia con el camino en el que vamos 

transitando en nuestro país7, dejando atrás el sistema judicial en donde se percibe 

al juez encerrado en su despacho, con expedientes y actas escritas típicas de los 

antiguos modelos inquisitivos, para dirigirnos a las audiencias públicas en donde el 

pueblo pueda acceder y oír lo que sucede, y en este caso también decidir 

directamente. 

En la jornada de ayer, dos colegas expositores intercambiaron opiniones 

acerca de qué órgano es el último interprete de las normas jurídicas en nuestro país, 

poniendo como opciones -entre otras- al congreso de la nación -en caso que decida 

autoconvocarse y a través de una norma interpretativa decir qué es lo que quiso 

decir en una ley anterior8- o al poder judicial que puede descalificar una norma 

tachándola de inconstitucionalidad porque al analizarla no respeta el orden 

jerárquico establecido. 

 
6 En Estados Unidos, el instituto funciona en las dos etapas del proceso, es decir en la etapa de instrucción 
(investigación) en donde es llamada Gran Jurado (Grand Jury) y en la etapa de juicio propiamente dicha en 
donde se denomina Pequeño Jurado (Petit Jury). 
7 Hablamos del nuevo Código Procesal Penal Federal, vigente en nuestro país pero que efectivamente se 
encuentra efectivo sólo en Salta y Jujuy. 
8 Se puso como ejemplo la ley 27362, publicada en fecha 12 de mayo de 2017, que dispuso la inaplicabilidad 
del cómputo del ‘2x1’ a los crímenes de lesa humanidad. 
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La conclusión de ese intercambio fue que la justicia tiene “una luz” de ventaja 

sobre el resto de los posibles intérpretes, pues es quien decidirá en última instancia. 

Si tomamos esto como cierto -y creemos que lo es-, agregamos que debería 

ser el pueblo dentro del poder judicial quien tenga esa última palabra, simple y 

sencillamente actuando como jurados en la aplicación de las normas. 

 


